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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dos de abril de dos mil nueve 
Acta número 0019 del 2 de abril de 2009
En la fecha, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, esta Sala y su Secretaria declaran abierto el acto público programado para resolver la alzada que la parte demandada ha propiciado contra la sentencia con que el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, el cinco de diciembre del año anterior, le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que María Libia Pérez Giraldo adelanta contra el Instituto de Seguros Sociales.
El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES

Manifiesta la señora Pérez Giraldo, a través de vocero judicial, que fue evaluada con una 52,45% de pérdida de capacidad laboral, por enfermedad de origen común y con fecha de estructuración del 9 de octubre de 2007, dictamen emanado del Departamento de Medicina Laboral del Instituto de Seguros Sociales; Mientras laboró, prestó sus servicios en el sector privado, realizando cotizaciones al fondo de pensiones administrado por el Instituto demandado; el 4 de diciembre de 2007 solicitó la pensión de invalidez, sin haber obtenido respuesta a la fecha.  
Con sustento en esa relación de hechos, solicita que se condene al Instituto de Seguros Sociales al pago de la pensión de invalidez, con su respectiva tasa prestacional desde el 9 de octubre de 2007, fecha de estructuración de su invalidez de origen común, con los correspondientes intereses moratorios y la condena en costas a cargo del demandado. 
La demanda fue admitida por auto del 11 de abril del 2008 por el Juzgado Primero Laboral de este Circuito, fl. 17, ordenándose correrla en traslado al demandado.

Cumplido el trámite anterior y mediante apoderado judicial se pronunció el Instituto de Seguros Sociales, fls. 20-29,  pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones de la demanda y excepcionando Inexistencia de la Obligación demandada, Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al Sistema de Seguridad Social, Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios, Prescripción, Falta de causa, Ausencia de prueba del estado civil que permita atribuir un régimen jurídico especial, en consecuencia ausencia de legitimación por activa y No se (sic) hay prueba de las calidades alegadas por el demandante. 
El intento de conciliación fracasó por tratarse de un derecho cierto de carácter irrenunciable e imprescriptible, fl. 35; surtidas otras etapas procesales, se constituyó el Despacho en primera audiencia de trámite, se decretaron las pruebas que a las partes interesaban y se fijó fecha para el juzgamiento. 

El 5 de diciembre de 2008 se dictó sentencia en la que se condenó al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar la pensión de invalidez a la actora con fundamento en la Ley 100 de 1993, modificada por la 860 de 2003, a partir del 9 de octubre de 2007, así como los intereses previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de1993 a partir de la misma calenda. Cargó las costas al Instituto demandado, fls. 48-54. 

Inconforme con la decisión apela el apoderado del demandado, insistiendo en que no milita en el infolio prueba del estado civil de la demandante; concedido el recurso fueron enviados a esta Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual presentó escrito el apoderado de la parte actora, se procede a resolver con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

La inconformidad del apelante se circunscribe exclusivamente a que considera que no existe prueba idónea en el expediente respecto de la edad de la demandante. 

Pues bien, ello no es así. A folio 8 del expediente encontramos copia del registro civil de nacimiento de la accionante, en cuyo reverso se lee que es fiel copia del original, y para constancia firma la Registradora Municipal del Estado Civil del municipio de Aguadas Caldas, y a pesar de que dicha inscripción también figura en fotocopia, en la parte inferior se encuentra plasmado el sello de la Notaría Tercera de Pereira, por medio del cual se certifica que dicho documento “es fiel copia de su original que tuvo a la vista”. Si esto no fuera suficiente, a folio 9 encontramos fotocopia de la cédula de ciudadanía de la demandante y a folio 42 reposa “Reporte de Semanas Cotizadas” expedido por le mismo Instituto de Seguros Sociales, documentos en los que consta que la fecha de nacimiento de Pérez Giraldo fue el 22 de julio de 1939.

Las copias, que son un mecanismo hábil de aportación de documentos a un proceso, tienen el mismo valor probatorio del original cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, secretario de juzgado previa orden del juez, donde se halle el original, o  cuando sean autenticadas por notario previo cotejo o si han sido compulsadas del original o copia auténtica, en el curso de inspección judicial, ello conforme al artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el D.E. 2282/89, articulo 1°, Numeral 117.
Ahora bien, nota esta Colegiatura una situación bien particular, toda vez que la a quo tomó como fecha de nacimiento de la actora, con el fin de comprobar la fidelidad al sistema, el 22 de julio de 1939, calenda que efectivamente está plasmada en la cédula de ciudadanía y en el “Reporte de Semanas Cotizadas”, sin embargo, al revisar con detenimiento la copia del registro civil de nacimiento de la demandante, se constata que la verdadera fecha de nacimiento, al menos la que indica tal documento, es el 22 de junio de 1939, lo cual no conlleva el cambio de la decisión tomada en primera instancia, toda vez que con cualquiera de las dos fechas que se tomen para determinar la fidelidad de la actora al sistema, cumplirá esta con dicho requisito. Veamos.    

Dispone el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, lo siguiente:

“El artículo 39 de la Ley 100 quedará así:

 

Artículo 39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

 

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma, y su fidelidad (de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

 

PARÁGRAFO 1o. Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que han cotizado veintiséis (26) semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su declaratoria.

 

PARÁGRAFO 2o. Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los últimos tres (3) años”. (Subrayado nuestro)
La demandante, teniendo en cuenta que su fecha de nacimiento fue el 22 de junio de 1939, acreditó los veinte años de edad en la misma fecha de 1959, y su invalidez se estructuró el 9 de octubre de 2007, fl. 10; ahora bien, entre dichas fechas transcurrieron 17.387 días, equivalentes a 2.483,85 semanas, de las cuales el 20% equivalen a la fidelidad que se debe demostrar al sistema para acceder al beneficio pensional solicitado, porcentaje que asciende a la cantidad de 496,7700 semanas, encontrándose cumplido este requisitos, toda vez que conforme a los documentos de folios 43 y 44, la señora María Libia Pérez Giraldo cotizó un total de 579,5714, debiéndose confirmar la sentencia de primera instancia en su integridad.

Las costas por la actuación en esta Sede, correrán por cuenta de la demandada. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación se revisa. 
Costas en esta Sede a cargo de la demandada.
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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